
E L estado moderno es una creación de la cultura occidental, y se de-
sarrolla en dos fases, la constitución del Estado Absoluto del

Antiguo Régimen, en los siglos XVII y XVIII, y la constitución del
Estado de Derecho tras la Revolución Francesa y el Código de Napoleón,
en los siglos XVIII y XIX.

En el siglo XX el Estado de Derecho se desarrolla en occidente como
Estado Social o Estado de Bienestar, y al poco de constituirse en tales
términos se empieza a percibir y empieza a hablarse por doquier de cri-
sis del estado social, o, más en general, de crisis del Estado Moderno.

En términos generales, puede decirse que, si por una parte el Estado
de Derecho se fortalece y se expande desde occidente hacia el resto de los
países del mundo, el Estado Social se va transformando según las posi-
bilidades y necesidades que en cada momento se presentan de prestar sus
servicios.

Tanto la dimensión de Estado Derecho como la dimensión de
Estado Social del estado moderno quedan moduladas en función de dos
factores, la creciente interacción entre Estado y sociedad civil según la
creciente complejidad social, y la diferencia cultural entre unos pueblos
y otros. 

Como observaba el profesor José Ignacio González, catedrático de
Derecho Administrativo de la Universidad Pablo de Olavide de Sevilla,
la crisis del Estado Social no es una crisis del Estado y de los elementos
estructurantes del estado de Derecho, sino algo más superficial y protei-

— 15 —



co, consecuencia de las transformaciones sociales y de los nuevos objeti-
vos y fines que se demandan a los Poderes Públicos. Los cambios socia-
les modulan ciertamente los modelos de Estado, pero sin alterar la per-
vivencia de los elementos constitutivos del Estado de Derecho.

Por otro lado, la progresiva integración de los Estados europeos
dentro de los dos sistemas jurídicos europeos de mayor alcance y signi-
ficación, como son los protagonizados por la Convención Europea de
Derechos Humanos y la Unión Europea, a los que España se incorpora
respectivamente en los años 1979 y 1985, representan sin duda el refor-
zamiento supranacional de los valores del Estado de Derecho, con la
indudable garantía de su pervivencia y profundización.

La observación de lo acontecido en los siglos XIX y XX a nivel de
configuración y fines del Estado, nos transmite ciertamente distintas
formas de intervención y control de los Poderes Públicos ante las trans-
formaciones de la sociedad, pero al propio tiempo es razonable afirmar
también la progresiva consolidación de los elementos estructurantes del
Estado de Derecho, que como valores de la civilización occidental, postu-
lan valores de igualdad y libertad (Derechos Fundamentales), División
de Poderes (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) y subordinación de todos al
imperio de la Constitución y la Ley. 

Estos valores del Estado de Derecho, lejos de estar en crisis, se
encuentran al día de hoy en progresivo fortalecimiento, más allá de las
contingencias del Estado Social, contando para ello con el respaldo
garantizador de los Tribunales, como son principalmente el Tribunal
Constitucional (para la tutela de los valores constitucionales), el
Tribunal de Estrasburgo (para la salvaguarda de los Derechos y
Libertades de la Convención Europea de Derechos Humanos) y el
Tribunal de Luxemburgo de la Unión Europea, que de llegar a aprobar-
se la Constitución para Europa (Tratado de Lisboa), velará igualmente
por los derechos y libertades reconocidos en ella para todos los ciudada-
nos europeos al incorporar la Carta de Derechos Fundamentales.

Por lo que se refiere a la universalización del Estado de Derecho,
cabe señalar que en el periodo que va de 1990 a 2000, el número de
Estados democráticos pasa de 70 a 120 (The Economist, January 17th
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2009, p. 53). Pero hay que añadir que los Estados democráticos son
Estados que entran en una relación cada vez de mayor interacción e
interdependencia con la sociedad civil, y que esta interdependencia
marca un punto de inflexión en las relaciones entre sociedad y Estado
que bien puede llamarse crisis del Estado.

El periodo culminante de las nacionalidades en la cultura occiden-
tal fue el siglo XIX. No solamente entonces se constituyeron naciones
que antes no habían existido, como Italia o Alemania, o como todas las
de Latino América, sino que además tales naciones aparecían como el
ajuste adecuado y perfecto entre la sociedad civil y el Estado que resul-
taba de las revoluciones americana y francesa. La sociedad civil y la
nación se recogían y se auto-determinaban mediante la institución del
Estado, que se constituía a su vez como Estado de Derecho.

A lo largo de los siglos XIX y XX se produjo una explosión demográ-
fica que causó enorme impacto en las sociedades civiles, de modo que se
multiplicaron sus instituciones, sus nudos de comunicación, sus modali-
dades de representación y sus formas de cooperación, dentro de ellas mis-
mas y con otras sociedades civiles correspondientes a otras naciones. Las
sociedades se hicieron más complejas, más activas y más internacionales
que lo que sus estados podían asumir en términos de representación.

El desarrollo de la complejidad social y del Estado de bienestar en el
occidente hacía imposible para los Estados competir con las empresas
privadas (nacionales o supranacionales) en cuanto a la cantidad y cali-
dad de servicios a ofrecer para subvenir a las necesidades de los ciudada-
nos, por lo cual el Estado tuvo que reestructurarse, y el poder político
también, y pasar de ser una institución suministradora de bienes y ser-
vicios, a ser una institución garante de prestaciones.

Para algunos este proceso de creciente cooperación entre lo público
y lo privado se vio inicialmente como muerte de la política o como deja-
ción de responsabilidades, es decir, como una crisis del Estado de máxi-
mo alcance. Posteriormente se comprobó que, como había ocurrido con
las instituciones financieras, bastaba con mantener una pequeña parte
de la propiedad, o una cierta representación, para ejercer un dominio
amplio sobre las entidades.
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El carácter no estatal o privado de las entidades prestatarias de ser-
vicios no significaba un abandono de responsabilidades por parte del
Estado, mucho menos cuando se comprobaba que, desde comienzos del
siglo XX, en que los Estados occidentales administraban un 14% del
PIB, estos mismos Estados habían pasado en el año 2000 a administrar
más del 50% del PIB.

Como señalaba Javier Barnés, en la sociedad de la información los
estados no pueden proporcionar energía eléctrica, infraestructura de
transporte o cobertura de comunicación a los ciudadanos, pero puede
velar porque lo hagan determinadas empresas en circunstancias y condi-
ciones que sí puede tutelar. 

Esta creciente cooperación entre el Estado y la sociedad civil viene
dada por la convergencia entre la complejidad social y la asunción de los
derechos humanos, políticos y sociales, por parte de los Estados, tanto los
democráticos (mayoría clara a partir del 2000), como los no democráti-
cos. Tantos unos como otros asumen los principios de tolerancia y liber-
tad religiosa desde las fundamentaciones occidentales de los derechos
humanos, y los Estados democráticos asumen también estos principios
desde los principios de las democracias, y también, casi en todos los
casos, desde los principios religiosos propios de las religiones con mayor
vigencia en los diferentes países.

De todas formas, aunque el modelo del Estado de Derecho y del
Estado democrático sea básicamente el mismo para todos los países que
lo adoptan, y aunque los principios de tolerancia y libertad religiosa sean
muy similares en las diversas religiones, la relación entre el Estado y la
sociedad civil, entre el individuo y el Estado, varía notablemente de unos
países a otros en función de la base cultural sobre la que el Estado se
asienta.

Hay, sobre todo, una diferencia notable entre la cultura occidental
y las demás culturas que se registra en el modo de establecer las relacio-
nes entre los individuos y el Estado, auque se trate de Estados de
Derecho y Estados democráticos como son los de Japón, Corea o Turquía.

En los países islámicos de la mitad norte de África o de la mitad sur
de Asia, al igual que en los países asiáticos de confesiones budista, hin-
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duista o confuciana, la comunidad tiene siempre prioridad sobre el indi-
viduo y ejerce sobre él un liderazgo espiritual incuestionable y muy
pocas veces cuestionado. En los países occidentales la libertad y la con-
ciencia individual aparecen siempre como el valor supremo.

La convergencia del sentido judeo-cristiano de la libertad como
soberanía del individuo, del sentido griego de la ciencia como saber y
conocimiento de sí, y del sentido romano de la justicia, de la igualdad
ante la ley y de los derechos subjetivos, hubiera dado lugar a una orga-
nización social que genera un Estado de derecho para velar precisamen-
te por la síntesis de tales rasgos culturales, por encima de otros valores,
también presentes en las culturas occidentales, como la familia, la reli-
gión o las comunidades étnicas, gremiales, urbanas o nacionales.

Por otra parte, no es que las culturas no occidentales, que importan
el modelo occidental de Estado de derecho, no contengan en sus tradicio-
nes los valores de la libertad individual, del conocimiento propio o de la
igualdad de todos los hombres, que sí los contienen, pero, por encima de
esos valores, campean siempre los de la familia, el grupo étnico, la reli-
gión, las corporaciones o las nacionalidades. 

También los episodios históricos o las reflexiones críticas que regis-
tran esta diferencia, de los que se recogen algunas muestras en los tra-
bajos del presente volumen, contribuyen a ilustrar el sentido de la tole-
rancia y de la libertad religiosa en las culturas y en los estados del
oriente, del occidente y de ese mundo islámico que se extiende por toda
la franja ecuatorial del oriente y del occidente. 

JACINTO CHOZA Y JESÚS DE GARAY

(Sevilla, 28 de enero de 2009,
festividad de Santo Tomás de Aquino)
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